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PRESIDE: Señor Representante Egardo Mier. 
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INVITADOS: Por la Red Uruguaya de Personas Sero Positivas y con VIH, señores Leonardo 
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Por la Asociación de Importadores y Mayoristas de Almacén, señores Directores 
Manuel Rodríguez, Alexis Schol, Gabriel Alonso, Leonardo Borrazas y Martín 
Montoro. 


SECRETARIA: Señora Myriam Lima. 


PROSECRETARIA: Señora Viviana Calcagno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Egardo Mier).- Buenas tardes. 


Les damos la bienvenida en nombre de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social y les agradecemos 
la visita. 


Hoy estamos recibiendo a la delegación de la Red Uruguaya de Personas Positivas -Redupp-, la Asociación 
de Ayuda al Seropositivo -Asepo-, la Red Latinoamericana de Personas viviendo con VIH y de la Comunidad 
Internacional de Mujeres Viviendo con VIH, integrada por la señora María José Fraga y por los señores 
Leonardo Ferreira, Gustavo Chamorro, Fernando Méndez y Omar Presa. 


SEÑOR FERREIRA (Leonardo).- Soy el presidente de la Red Uruguaya de Personas Seropositivas. Se 
trata de una organización que comienza a trabajar el 1” de diciembre del año 2013, con la inquietud de 


las personas que vivíamos con VIH, diagnosticadas desde hace ya mucho tiempo, de tener acceso a la 
medicación en el Uruguay. 


Quiero agradecerles la oportunidad que nos brindaron de venir aquí a explicar, brevemente, en qué consiste la 
patología. Asimismo, quisiéramos que este proyecto de ley fuera retomado. Ustedes van a tener insumos por 
parte de profesionales y, seguramente, de expertos en infectología, la cual no es mi área, pero como activista 
desde hace veinte años y desde hace veintidós viviendo con el virus, quisiera comentarles que hay algunas 
personas que necesitan un tratamiento antirretroviral con medicamentos que no están incluidos en el 
Formulario Terapéutico Nacional. Este es un documento que elabora el Ministerio de Salud Pública y las 
personas que estamos en la salud privada no podemos tener acceso a ese estudio. 


No todas las personas que tienen VIH necesitan un tratamiento; eso lo decide el médico tratante. A los 
pacientes se les practica un test de resistencia, que es un estudio específico que indica al médico cuáles son 
los medicamentos que el paciente necesita para poder tener controlada su enfermedad. Este test se incorporó 
por el Sistema Nacional Integrado de Salud y se brinda a todas las personas con VIH que están en 
tratamiento. 


En dicho examen se conoce qué droga necesita el paciente. Si la persona está tratándose en una mutualista le 
van a contestar que no puede acceder a esos medicamentos, porque no están incluidos en el Formulario 
Terapéutico Nacional. 


Hoy tenemos dos vías de acceso a los medicamentos: podemos cambiarnos para ASSE y atendernos en los 
hospitales de salud pública, que tienen la potestad de comprar medicamentos que no estén incluidos en el 
FTN y, de hecho, lo hacen, o quienes no deseamos cambiarnos para el sistema público tenemos que convivir 
con tratamientos de ocho, dieciséis, veinte o treinta pastillas, que son los tratamientos obsoletos que siguen 
estando hoy en día en Uruguay. 


Por ello, nosotros mandamos a los señores legisladores la última guía de tratamiento diagnóstico, 
monitorización y tratamientos con antiretrovirales, que es la pauta nacional hecha por expertos de la cátedra 
de la Facultad de Medicina, en la que se recomiendan tales o cuales medicamentos, sabiendo que la persona 
recién diagnosticada no va a tener acceso a ellos, por lo que recién decíamos. Entonces, encontramos una 
contradicción en esto. 


Creemos que es muy importante que ustedes retomen el proyecto de ley, lo vuelvan a reformular y le den 
trámite parlamentario, porque estaríamos cumpliendo con los tratados internacionales que el Estado ha 
firmado a nivel de la Organización Mundial de la Salud. Allí se establece que el 90% de las personas deben 
conocer su diagnóstico y para eso acceder a los test de VIH, que el 90% de esas personas puedan acceder a 
los tratamientos y que esa cantidad de personas que están cumpliendo con la medicación llegaron a niveles de 
indetectabilidad. Esto significa que le hacen un estudio de sangre y no le encuentran virus, si bien lo siguen 
teniendo por que este se aloja en algunas partes del cuerpo, pero queda inhibido. 


Nosotros estamos realmente muy preocupados, porque vemos que el proyecto fue presentado por la diputada 
Berta Sanseverino, conjuntamente con la diputada Passada, no siguió ningún otro carril parlamentario. Es así 
que vinimos hoy aquí a proponerles esto, que sería un avance para cumplir con las metas que la Organización 
Mundial de la Salud les está aconsejando. 


Quisiera comentar que el año pasado vino una delegación de la OMS y estuvo en Uruguay una comitiva, que 
se llamó “Agenda 2.0” y dejó recomendaciones directas de la OMS, llamando al Estado uruguayo a 
modernizar y simplificar los tratamientos, por considerar que los tratamientos y las terapias antirretrovirales 
que se están utilizando están obsoletas. 


SEÑORA FRAGA (María José).- Soy punto focal de la Red Latinoamericana de Personas Viviendo con 
VIH. 


Más allá de las reivindicaciones y lo relativo a los fármacos, la convocatoria de hoy era para ver el tema de 
este proyecto de ley. Es un proyecto que fue presentado en el año 2014, por la señora diputada Sanseverino, 
quedó archivado y queremos retomarlo. Además, como ustedes saben, el VIH cambia vertiginosamente. 
Entonces, lo que allí puede haberse plasmado hoy, de repente, necesita modificaciones. 


También quiero aclara que nosotros formamos parte de la Comisión Nacional del SIDA, en la que esta 
comisión tiene un delegado, que es el doctor Gallo -a quien echamos de menos, por cierto-, pero con estas 
nuevas autoridades hemos encontrado mucha apertura en lo relativo al ingreso de los fármacos, que son 
caros. Entendemos que hay un montón de aspectos a negociar, pero si nosotros queremos llegar a los 
objetivos que se plantea el país, que es el 90- 90- 90, como bien decía el señor Ferreira, no debería ser lo 
económico un impedimento. 


Hoy es un día muy importante, porque es el Día Internacional de Respuestas frente al VIH- SIDA y la 
consigna es: “Cero VIH para el 2030”. Para llegar a eso vamos a tener que ponernos las pilas y trabajar en 
conjunto, para que en 2030 podamos decir: objetivo cumplido. 


Les agradezco por permitirnos este espacio para realizar nuestros planteos. 


No sé si les llegó la invitación, pero dentro de un rato se va a llevar a cabo en la Intendencia Municipal de 
Montevideo la Declaración de París, donde Montevideo -que es donde mayoritariamente está concentrada la 
epidemia- se compromete a darle visibilidad a esta enfermedad. Se trata de un acto conjunto con Naciones 
Unidas y desde acá les hago llegar la invitación. 


SEÑOR MÉNDEZ (Fernando).- Soy secretario suplente de la Redupp. 


Creo que hay algunos artículos de la ley que no se están aplicando, como es el caso de las personas que se 
atienden en el área privada. Acá la medicación antirretroviral no es totalmente gratuita, lo que tiene como 
consecuencia que al no tener la medicación de última generación, que no está llegando al Uruguay, la gente 
debe viajar. Esto es realmente preocupante. Estas personas tienen que trasladarse y salir del país, pierden días 
de trabajo; implica un movimiento que afecta sus vidas. Creo que Uruguay perfectamente puede tener ese 
plan. Adhiero a lo mencionado por el compañero Ferreira en cuanto a ver si se puede focalizar ese aspecto. 


Muchas gracias por recibirnos. 
SEÑOR PRESA (Omar).- Buenas tardes. 


Pertenezco a la Red de Frontera de Personas viviendo con VIH. Vine a apoyar a mis compañeros, pero 
también quisiera plantear algunas inquietudes, porque si la meta para el quinquenio va a ser 90- 90- 90, esto 
nos trae una suma preocupación a quienes vivimos con VIH, sobre todo en el interior. 


Nosotros estamos peleando hace mucho tiempo con el servicio de salud municipal de la Intendencia 
Municipal de Rivera porque si todos queremos sacar este tema adelante creo que es sumamente importante 
no lograr esto solo en el Ministerio de Salud Pública, sino que sería mejor que todos apoyaran. 


He tenido información de que el servicio médico municipal de Rivera lamentablemente está violando los 
derechos de las personas. Además, se está cuestionando al propio médico tratante, porque para adjudicar un 
pase libre el doctor Perurena solicita la fotocopia de la historia clínica de la persona. Esto es una falta muy 
grave, porque la historia clínica es personal. A veces se trata de personas que viven en el interior que tienen 
que ir a la ciudad una vez por mes a hacerse los estudios y por no tener el pase libre ni plata para movilizarse 
no se los hacen, a pesar de que son de suma importancia. El doctor Perurena estuvo reunido conmigo y con la 
directora Departamental de Salud, la doctora González, y acordamos que se respetaran los códigos 
internacionales y que el médico tratante pusiera en el certificado médico que se le adjudicará el pase libre. 
Sin embargo, ellos pretenden utilizar el baremo del BPS, que indica que el pase libre es para la persona que 
tiene un 66% de imposibilidad física. Si no llega a ese porcentaje y tiene otra patología oportunista el médico 
del servicio de salud municipal solicita al médico tratante que le haga un certificado más extenso para ver qué 
patología tiene asociada al VIH y qué daño le hace al organismo para poder darle el pase libre. 


Si hoy queremos llegar a un “90- 90- 90”, sería bueno incluir a toda la población, a todas las instituciones, 
para que toda la sociedad tenga los mismos derechos. 


Les agradezco que me hayan escuchado; es un orgullo estar aquí con ustedes. 


SEÑORA FRAGA (María José).- Basándonos en la evidencia clínica, hoy hablamos de que el VIH es 
una infección crónica, y queremos que sea tratada como tal en lo que tiene que ver con los tiques de 
medicamentos y los análisis clínicos, al igual que se hace con la hipertensión o la diabetes. Una persona 
que se atiende en una mutualista -dependiendo de cuál sea- tiene que gastar entre $ 3.000 y $ 4.000 
mensuales. Me parece que esto viola uno de los principios del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
que es la equidad. En ASSE todo es gratuito, pero quienes optamos por una mutualista tenemos ese 
impedimento, que debería ser contemplado. Estamos convencidos de que para lograr un buen abordaje 
de la salud integral de la persona, esta enfermedad debería ser considerada como una afección crónica, 
y como tal queremos que se le dé el mismo trato que al resto de las patologías. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Es un placer recibirlos en este ámbito, más teniendo en cuenta el día del que 
se trata. Para apuntar a la concientización y a la no discriminación no hay mejor ámbito que el del 
diálogo, y a nosotros nos sirve para aprender, para informarnos y para entender lo que padecen, y así 
actuar en consecuencia y evitar situaciones no deseadas por toda la sociedad, no solo por los 
involucrados. 


Reitero: es un gusto que hayan venido en este día tan simbólico. 


He escuchado atentamente la exposición y me parecen interesantes algunos planteamientos; inclusive, me 
atrevería a decir que para algunos no se precisa una ley, lo cual es bueno. Quiere decir que si logramos 
cautivar la atención del Ministerio de Salud Pública se podrían ejecutar. Los proyectos de ley requieren más 
tiempo: se discuten en una Cámara, pasan a la otra y luego se reglamentan. Desde Secretaría me informan 
que este proyecto fue archivado en el Período pasado porque las legisladoras, con muy buena intención, lo 
presentaron en julio, pero tratándose de un año electoral la comisión sesionó hasta setiembre. Digo esto para 
que sepan cuál fue el desarrollo del proyecto de ley. En este Período lo sacamos del archivo. La idea es 
empezar a informarnos 


En cuanto al carácter crónico de esta enfermedad, simplemente alcanzaría con una declaración, sin perjuicio 
de que pueda establecerse en un proyecto de ley. Vamos a estudiar los mecanismos para hacerlo, porque de 
lograrlo, con un tique al mes se podría repetir medicación sin tener que concurrir constantemente al médico, 
evitando tener que movilizarse y gastar plata; además, descongestionaría el sistema. 


El 18 de setiembre del año pasado se anunció que iba a comenzar a regir un decreto a partir del 1” de octubre 
que abarcaba todas las enfermedades crónicas. Ese decreto todavía no prosperó. Con esto quiero decir que no 
solamente con la declaración de enfermedad crónica se adquiere el beneficio, sino que debe incluirse por 
parte del Poder Ejecutivo. Eso también lo vamos a estudiar. 


En el Capítulo IV, “Derechos y Garantías de las Personas con VIH”, el artículo 7” establece: “ (Garantías de 
acceso a la asistencia y protección jurídica).- El Estado garantizará el acceso a la asistencia técnico- jurídica 
de las personas con VIH para la defensa de sus derechos”. Estamos hablando de un derecho humano esencial, 
que es la atención de salud de calidad. Me llamó la atención que esté explícitamente en un artículo, ¿por qué 
creen que es necesario un artículo de estas características? 


Con respecto a los antirretrovirales que se encuentran en el formulario terapéutico, quiero hacer una 
apreciación previa. No creo que ASSE compre por encima de los prestadores privados. Inclusive, hay un 
comunicado de ASSE del 2 de julio que solicita no indicar medicamentos fuera del formulario terapéutico, 
salvo excepciones. Digo esto a modo informativo, para aclarar el régimen, sin perjuicio de que cualquier 
prestador de salud puede comprar por encima del formulario terapéutico de medicamentos. El FTM establece 
un parámetro mínimo. 


Al principio de la intervención dijeron que muchos medicamentos harían bien a ciertos pacientes, pero al no 
encontrarse en el FTM el Fondo Nacional de Recursos no los proporcionaba y eran de un costo elevado. 
Últimamente se ha hablado de la compra de medicamentos en forma conjunta con países de la región - 
iniciativa que celebramos-, sobre todo de antirretrovirales y medicamentos para hepatitis C. Quisiera saber si 
entre ellos estarían los que ustedes solicitan. Según anunció el Ministerio de Salud Pública, el costo bajaría 
un 80%. Concretamente, ¿tienen conocimiento de que en esa compra estén incluidos estos medicamentos? 


SEÑOR FERREIRA (Leonardo).- Dese la Conasida estamos informados de que en marzo del próximo 
año se estaría comprando medicamentos junto con Argentina, y seguramente con Brasil, para bajar el 
80% de su costo. Lamentablemente, solo se va a incorporar una de las drogas, Darunavir, a pesar de 
los cuarenta y ocho fármacos aprobados por la Organización Mundial de la Salud. Es cierto que 
Uruguay, por su valor epidemiológico, no necesita tener un arsenal de cuarenta y ocho medicamentos, 
pero no nos satisface que solamente se adquiera uno, cuando el FTM no se actualiza desde 2012. 
Quiere decir que desde 2012, la comisión que asesora para realizar el FTM no tomó en cuenta las altas 
o bajas de ningún antirretroviral. Recién por iniciativa del Poder Ejecutivo va a ingresar este nuevo 
medicamento a través del Fondo Nacional de Recursos. Pero si no ingresa al FTM las personas de las 
mutualistas van a seguir en la misma situación. 


Quiero aportar algo más. Existe un grupo de personas que puede parecer ínfimo para la cantidad total de 
gente con VIH, pero son ciudadanos de la República Oriental del Uruguay, son madres, son hermanos, son 
hijos y son profesionales que tienen que viajar todos los meses a la ciudad de Buenos Aires para buscar la 
medicación, y deben costearse el pago del traslado para atenderse en los hospitales públicos de esa ciudad 
porque la mutualista no se la proporciona. 


Por otra parte, solicitamos un pedido de informes a ASSE en virtud de la Ley N* 18.381, de derecho de 
acceso a la información pública, para conocer la cantidad y la nómina de medicamentos que se compran y su 
costo. En ese informe nos basamos para decir que es seguro que en ASSE se compran medicamentos que no 
están en el Formulario Terapéutico de Medicamentos. Queremos destacar que Uruguay venía pagando muy 
altos costos. 


SEÑORA FRAGA (María José).- En la primera fase de negociación, por la compra en conjunto se 
negoció un fármaco; en la segunda fase que comienza en febrero, serían tres más. 


Reitero que las nuevas autoridades han tenido mucha apertura, a diferencia de las anteriores, que nos 
contaron un cuento muy bonito y así nos llevaron: la comisión para el Formulario Terapéutico de 
Medicamentos no se reunía desde 2012. Ahora existe apertura y la intención de trabajar en conjunto para 
mejorar la calidad de vida de las personas con VIH. 


En cuanto a lo que dijo el señor diputado, es cierto que tenemos derechos, pero muchas veces las leyes no se 
cumplen. Es lo mismo que pasa con la ley para evitar la discriminación. Tal vez necesitamos algo más en que 
ampararnos, más allá de los derechos humanos de toda persona. Si bien se ha avanzado muchísimo en la 
atención del VIH a nivel médico, en lo social no ha sido así. Los índices de estigmatización y de 
discriminación son increíbles. ¿Y dónde se dan más? En los servicios de salud, en lo laboral y en la 
educación, tres pilares fundamentales para cualquier persona. El hecho de que el lugar donde más se da la 
discriminación es en los servicios de salud da para pensar. 


SEÑOR FERREIRA (Leonardo).- Creo que esta ley podría ocuparse del pilar educativo. Actualmente, 
los niños, niñas y adolescentes de nuestro país no están recibiendo la educación sexual que deberían 
tener porque si bien la materia está en la currícula, a veces transcurre el año -como docente puedo dar 
fe de ello- y solo se habló en una clase del VIH; así llegan desde la escuela sin saber de qué se trata el 
VIH y el sida. Quizás esta ley pueda abordar la prevención desde lo educativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuevamente agradecemos su presencia y nos comprometemos a que este 
tema esté en la mesa de trabajo de esta Comisión. 


(Se retira de sala la delegación de la Red Uruguaya de Personas Seropositivas, la Asociación de Ayuda al 
Seropositivo, la Red Latinoamericana de Personas viviendo con VIH y de la Comunidad Internacional de 
Mujeres Viviendo con VIH) 


(Ingresa a sala una delegación de la Asociación de Importadores y Mayoristas de Almacén) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida a la delegación de la Asociación de Importadores 
y Mayoristas de Almacén, integrada por los señores Manuel Rodríguez, Alexis Schol y Gabriel Alonso, el 
contador Leonardo Borrazas y el doctor Martín Montoro. 


SEÑOR SCHOL (Alexis).- Nuestra Asociación es una vieja institución integrante de la Cámara de 
Comercio que hace dos años fue reflotada ya que funcionó durante distintos períodos. A iniciativa de 
varios actores económicos de la vida nacional, básicamente importadores de alimentos, nos reunimos, 
nombramos una asesoría jurídica y comenzamos a visitar distintos organismos públicos para presentar 
la problemática que vivimos en el desarrollo de nuestras actividades habituales. 


En Uruguay no existe un organismo, una agencia nacional como las que hay en otros países, que rija el 
registro de productos válidos en todo el país. Ese es un tema pendiente. Personalmente, creo que el registro 
de los productos en el Uruguay está atomizado y esa es una falencia a nivel nacional. 


Nuestra asesoría legal ha realizado una serie de estudios y efectuamos gestiones ante distintos organismos a 
los efectos de generar unanimidades y opiniones para aunar criterios y llegar a un registro nacional único. En 
ese sentido, sabemos que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene una iniciativa de asesoramiento a 
las distintas intendencias y así como en su momento se creó una patente única nacional, se pretende llegar a 
un sistema único de registro de productos. Hoy tenemos la paradoja de que cruzando el arroyo Pando o el río 
Santa Lucía uno debe obtener otro registro para el mismo producto. En teoría, podríamos llegar a tener 
diecinueve registros para cada producto que cada industria nacional importa o por cada producto importado 
que se comercializa en el país. 


SEÑOR MONTORO (Martín).- Entendemos que el sistema actual del control higiénico sanitario de 
alimentos se caracteriza por una duplicidad de trámites que tienen costos elevados y que, en realidad, no son 
del todo eficaces. Hay un problema con los registros y antes un problema en el control sanitario de alimentos 
y bebidas importadas. 


En ese aspecto, quisiera comenzar por la inspección que realiza el LATU en base al Decreto N* 338/982, que 
establece la competencia del LATU en la inspección de alimentos importados con la potestad de extraer 
muestras, realizar análisis -con el objetivo de asegurar la inocuidad alimentaria- y expedir un certificado de 
comercialización que habilita a que el producto sea comercializado en el mercado interno. 


Esta normativa nos merece algunos cuestionamientos. 


En primer lugar, el costo del certificado corre por cuenta de los importadores y actualmente está fijado por el 
LATU en el 1,5% del valor CIF de importación. Esto significa que el costo que se abona por ese certificado, 
por un lado, es excesivo y, por otro, no guarda ninguna relación con el servicio que presta el LATU. De 
alguna forma, nos hace acordar a las antiguas tasas bromatológicas de los departamentos, que gravaban de la 
misma forma los servicios y que -como todos conocemos-, en su momento, fueron declaradas 
inconstitucionales y rectificadas. Este decreto mantiene esa irregularidad en lo que refiere al costo del 
servicio. 


A su vez, esta inspección conlleva una distorsión en el comercio de importación. Digo esto especialmente 
porque cada vez que se importa un producto, el importador debe sujetarse a estas inspecciones, que muchas 
veces no se cumplen de manera eficaz porque hay demora en la extracción de muestras de parte del LATU, 
hay demoras en el cumplimiento de los plazos -son doce días hábiles para emitir el certificado- y se exigen 
registros bromatológicos departamentales que muchas veces las intendencias demoran en expedir. Todo esto 
lleva a que los productos deban ser retenidos en los depósitos, con todos los costos que ello implica, 
operativos y de administración, y a los perjuicios que esas demoras causan a las empresas. 


Tampoco podemos soslayar que este control, esta inspección del LATU, se realiza únicamente sobre los 
productos importados. Los productos nacionales no están sujetos al mismo control y por parte de la 
asociación no encontramos una justificación razonable y objetiva que amerite tal distinción, máxime cuando 
muchas veces esos productos son de primera calidad, vienen con una certificación del país de origen y de 
autoridades sanitarias que nuestro país debería reconocer -sobre todo de los países del Mercosur, 
fundamentalmente, Brasil y Argentina, en los cuales hay tratados internacionales- y, en teoría, deberían ser 
productos de libre circulación. De todas formas, cada vez que se importa, este trámite o esta inspección 
resulta de un costo excesivo. 


Todo esto se ve agravado por el hecho de que la directiva del LATU, además de estar integrada por el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y por el Banco República, está integrada por la Cámara de 


Industrias del Uruguay, entonces, de alguna forma -paradójicamente- se da la situación de que nuestros 
asociados, es decir, los importadores de alimentos, están sujetos a un control que de alguna forma influye en 
un gremio que compite con el nuestro, la Cámara de Industrias del Uruguay. 


También debemos tener presente que el LATU no tiene una competencia legal para inspeccionar productos 
que se importan de forma definitiva. La ley no le concede esa competencia al LATU. Entonces, por vía 
reglamentaria se está concediendo una competencia que debería ser fijada por ley, con el agravante -además- 
de que por vía reglamentaria se establece una obligación de tramitar ese certificado y se hace una limitación 
al comercio, todos derechos fundamentales que, de acuerdo con nuestra Constitución, deberían ser limitados 
por ley en razón del interés general. Estos son los cuestionamientos que encontramos a la normativa que 
acabo de comentar y entendemos que deberían ser rectificados. Más adelante comentaremos cuál es la 
solución que como asociación entendemos debe ser implementada, pero por el momento queremos limitarnos 
a señalar los problemas que encontramos. 


Con relación a lo que ocurre en las Intendencias, el problema que visualizamos, especialmente con el servicio 
bromatológico que las mismas prestan en función de su cometido de policía higiénico sanitaria refiere al 
registro bromatológico departamental. Cada intendencia exige la inscripción en un registro que lleva y 
pretende el cobro de una tasa bromatológica por dicha inscripción y habilitación. El caso más claro es el de 
Montevideo; hay un decreto de la Junta Departamental con fuerza de ley en su jurisdicción que establece la 
obligación de inscribirse y habilitarse en un registro, por el cual se cobra una tasa bromatológica que asciende 
a 5 UR. O sea que antes de comercializar cualquier producto, debo concurrir a la Intendencia, inseribirlo y 
habilitarlo, pagando 5 UR. Esa habilitación se mantiene vigente por cinco años, luego de los cuales debo 
renovarla y pagar nuevamente la misma cantidad. Este costo podría resultar excesivo con respecto al servicio 
que se cumple. 


De todas maneras, el problema no termina allí. En realidad, son registros departamentales, por lo tanto, cada 
Intendencia, en teoría, tiene la aspiración de registrar los productos en su propio departamento. Esto lleva a 
que muchos comerciantes, muchas empresas, deban registrarse en Montevideo pero, además, registrarse y 
pagar tasa bromatológica en otro departamento. Por ejemplo, en Canelones -nuestra asociación ha tenido 
reuniones también con esa Intendencia-, a pesar de reconocer el registro y la habilitación de Montevideo, 
exige la inscripción allí y el pago de una tasa bromatológica, aunque de un monto menor, porque es de l UR 
y no de 5 UR. Si esta conducta es asumida por el resto de los departamentos, llegaríamos al absurdo de tener 
que registramos en cada departamento en el que queremos comercializar, duplicando trámites que en realidad 
son innecesarios porque podría solucionarse unificando los registros y estableciendo un único organismo que 
concentre esa función. 


Desde el punto de vista legal, resulta cuestionable que las intendencias tengan la competencia de registrar 
productos en sus Registros Bromatológicos. Digo esto porque la ley orgánica municipal, la Ley N* 9.515, en 
el literal G) del numeral 24) del artículo 35 habla de la inspección y el análisis de los alimentos pero no del 
registro. Además, el Reglamento Bromatológico Nacional, que es la norma sustancial que regula la inocuidad 
alimentaria, refiere a un Registro Bromatológico de validez nacional. De alguna forma, cuando cada 
intendencia crea un Registro Bromatológico departamental no solamente excede la competencia que le da la 
ley, sino que está yendo en contra de lo que establece el Reglamento Bromatológico Nacional al cual le 
deberían obediencia. 


Debemos recordar que por la Ley N* 9.202, que es la ley orgánica de la salud pública, establece que quien 
dicta las condiciones sustanciales en cuanto a la inocuidad alimentaria es el Ministerio de Salud Pública, a 
través de la reglamentación. Esto significa que las intendencias únicamente operan como brazo ejecutor en la 
fiscalización de lo que es definido por Salud Pública, pero ellos no pueden incurrir en esta instancia y exigir 
cuestiones que vayan en contra, precisamente, del Reglamento Bromatológico Nacional. 


Otro ejemplo de suma actualidad y que refiere a la Intendencia de Montevideo, son los transgénicos, que 
tanta repercusión han tenido en la prensa. Si vamos de vuelta a los conceptos que acabo de desarrollar, 
encontramos que la Intendencia está exigiendo rotulación que no figura en el Reglamento Bromatológico 
Nacional ni en la normativa del Mercosur. Entonces, nuevamente vemos una Intendencia que excede 
competencias que no están determinadas en su ley. 


Estos son los problemas más graves que visualizamos en nuestro sistema de control higiénico sanitario de 
alimentos, con respecto al LATU y a las intendencias. Entendemos que, tanto un control de alimentos 


importados como un registro bromatológico que se quiera llevar adelante, deberían ser impulsados en la 
órbita del Ministerio de Salud Pública. Digo esto porque a falta de una ley que así lo conceda, la Ley 

N* 9.202 establece la competencia en la materia. El Ministerio de Salud Pública es la autoridad sanitaria 
máxima; entonces, a falta de una norma legal que otorgue la competencia a otro órgano, correspondería que 
esto pase a su órbita. 


El problema que tenemos -lo hemos conversado con los funcionarios del Ministerio de Salud Pública- es que 
ellos carecen de recursos para asumir estos controles que les corresponderían desde el principio. 


Esta es la situación que queríamos exponer ante esta comisión: entendemos que tanto el control de alimentos 
importados como el registro bromatológico deberían ser implementados en la órbita del Ministerio de Salud 
Pública y por ese servicio crearse una tasa. De acuerdo con nuestro Código Tributario, la creación de una tasa 
requiere una ley que determine el servicio que se va a prestar y que establezca un monto razonablemente 
equivalente al servicio que se presta. 


Nuestra asociación está plenamente comprometida con un control higiénico sanitario que sea efectivo y 
eficaz. La asociación desea que sus productos de comercialización tengan inocuidad, sean aptos para el 
consumo, de buena calidad y que los controles se lleven adelante, pero que los mismos sean efectivos, que 
tengan un costo razonable y que, en definitiva, puedan conciliar los dos intereses en juego que son, por un 
lado, la libertad del comercio y, por otro, la agilidad que el comercio requiere, con la salvaguarda de la salud 
y de la seguridad humana, que es lo que se persigue con el control. 


SEÑOR ALONSO (Gabriel).- Cuando escucho todo lo que expresó el doctor Montoro, que significa un 
cúmulo de gastos superpuestos, me gusta llevarlo a la práctica. 


Por ejemplo, esta botella de agua -supongamos importada- llega a mi depósito, viene el LATU, se lleva una 
muestra, la analiza, emite un certificado de libre venta -que no tiene legalidad ninguna-; luego la botella va a 
un almacén -queda allí-, viene la Intendencia de Montevideo, o de Canelones, se la lleva, le tengo que emitir 
una nota de crédito al almacenero, luego la abren, hacen el mismo análisis que ya hizo el LATU -que no tiene 
potestades legales, pero sí las tiene la intendencia-, lo cual también tengo que pagar, entonces, ¿en qué 
termina todo esto? En mi caso, que vendo muchos productos de periferia -tipo galletas saladas, etcétera- lo 
único que hace todo esto es encarecer los productos. Fuimos citados por el Ministerio de Economía y 
Finanzas para hacer el acuerdo de precios que hoy está vigente y para buscar la manera de abaratar el 
Uruguay, para no escuchar más la expresión: “Uruguay es caro”. Y cuando se dice que Uruguay es caro, la 
pregunta es: ¿cuánto vale el dólar? No, señores, Uruguay no es caro por lo que vale el dólar. Lo que ocurre es 
que para que el producto pueda llegar a la góndola antes se debe pagar 5 UR, más el sueldo de la química, 
para su registro, aunque no hay por qué hacerlo. Además, el LATU se lleva el 1,5% y emite un certificado 
que no tiene validez.; en el 90% de los casos no entrega el resultado del análisis. Después, la Intendencia 
hace su análisis, que tiene costo para el dueño del local o el importador; o sea que la Intendencia cobra el 
costo del análisis por otro lado. 


En conclusión, Uruguay es caro porque tenemos una superposición de impuestos y de gastos que no hacen 
bien a nadie. ¿Quién termina pagando todo eso? La gente, porque las empresas no tienen más remedio que 
trasladar los costos; podrán ganar un poco más o un poco menos, pero no pueden absorber todos los gastos 
porque se quedan sin ganancias. 


El problema es que tenemos un Ministerio de Salud Pública que no está desarrollando completamente la 
tarea, como debe hacerlo. Entonces, se han creado distintos lugares con atribuciones, todos los cuales quieren 
cobrar. En definitiva, eso lo paga el pueblo. 


SEÑOR DE LEÓN (Walter).- Este tema nos preocupa. En especial, lo hemos tratado con el diputado 
Battistoni, en la Comisión de Industria. Me parece que el asunto es más global; nosotros queremos un 
control que no sea burocrático, pero que cumpla con estándares para todos los alimentos y también 
para los medicamentos. Partimos de la otra punta. Por ejemplo, en Uruguay se sintetizó Interferón - 
cuando era rentable hacerlo-, en un avance en cuanto al desarrollo de la técnica de laboratorio. Había 
posibilidades de que se vendiera en el país y en el exterior. Sin embargo, no pudo venderse en Uruguay 
-a pesar de que se podía vender Interferón importado- el Interferón de industria nacional, con altos 
estándares, porque no tenemos una agencia de certificación. Entonces, creo que tenemos que 


simplificar; debemos tratar que los estándares sean nacionales y prácticos, tanto para la importación 
como para la validación de productos nacionales; en cierta medida, sería algo así como la FDA. 


Como toca tantos intereses y es tan complejo, hemos tenido dificultades para abordar este tema. Además, la 
dinámica parlamentaria nos ha llevado a otros asuntos que son mucho más acuciantes. Cuando lo tratamos, 
estábamos en un año preelectoral, que es una época difícil para resolver problemas. 


Sabemos que la OPP está preocupada por este asunto. Es muy importante lo que ustedes están planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Escuchamos su inquietud ¿Tienen alguna propuesta legislativa concreta que 
quieran plantear a la Comisión? 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Manuel).- No tenemos ningún problema en presentar un proyecto. La idea es 
que haya un solo organismo, como sucede en todo el mundo -como es el caso de la FDA- que se ocupe 
de los alimentos y de los medicamentos, dictando todas las normas al respecto. 


Voy a poner un ejemplo de lo que sucede en Uruguay. En Montevideo se reglamentó que no se podía poner 
sal en las mesas de los restaurantes. En realidad, eso se cumplía en Montevideo, pero no en Salto, en Artigas. 
Cuando la Junta de Montevideo o de Rocha aprueba un decreto, es de aplicación en ese departamento; es una 
medida absolutamente local. No discuto si está bien o mal el consumo de sal. Lo que digo es que, al final, esa 
idea de control es netamente fiscal. Con la escasez de recursos que hay en todos lados, cada organismo trata 
de financiarse con tasas que no tienen ningún sentido, como es el caso del LATU. 


El doctor Montoro estuvo tratando de averiguar cuándo se fijó la tasa del 1%, que luego subió al 1,5%, pero 
no lo pudo saber. Estamos hablando de un organismo público privado que fija una tasa que perjudica a toda la 
población. 


SEÑOR ALONSO (Gabriel).- El señor presidente preguntaba si tenemos algún proyecto o idea. 
Nosotros venimos trabajando al respecto. Estuvimos en distintos organismos; sabemos que la 
Intendencia tiene algunas ideas y que la OPP tiene otras. Según lo que estudió el doctor Montoro hasta 
ahora, sabemos que para mantener la legalidad del asunto hay que crear algo dentro del Ministerio de 
Salud Pública, que es el único organismo que hoy puede regular esto por ley. Si vamos a crear otra 
cosa, tenemos que elaborar otra ley; de eso ustedes saben más que yo. Creo que hay que crear una 
comisión dentro del Ministerio de Salud Pública, como la FDA en Estados Unidos u otros organismos 
en otros lugares. Esa es nuestra idea. Si ustedes determinan que el Ministerio de Salud Pública es el 
organismo indicado y le dan otras potestades -porque ellos argumentan que no tienen rubros-, estamos 
dispuestos a ayudar, a dar nuestra opinión permanentemente y somos proclives a que nos fiscalicen. 
Quiero dejar eso muy claro: no se trata de que no queramos que nos fiscalicen; queremos que nos 
fiscalicen porque entendemos que es importante que cuando alguien adquiere un paquete de galletas o 
una botella de agua pueda estar tranquilo, pero entendemos que debe haber un único lugar encargado 
de la fiscalización. Hoy, la ley nos dice que ese lugar debe crearse en el ámbito de Salud Pública. 
Nuestro objetivo es encontrar un solo lugar en el que esto se lleve a cabo. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Gracias por acercarse a la Comisión. Por motivos de agenda no pudimos 
recibirlos con anterioridad. 


Tomé note de lo que ustedes plantearon y realicé algunas consultas. 


Este es un tema bastante complejo porque no refiere solo a un área. Si bien es cierto lo relativo a la ley 
orgánica de Salud, aquí intervienen muchos agentes y hay muchos protagonistas, como las Intendencias, 
industrias y demás. 


Mi consulta es si iniciaron acciones de inconstitucionalidad contra los decretos reglamentarios de las 
Intendencias y si se han presentado a la justicia ordinaria por la cuestión del LATU. Hago esta pregunta para 
tener algún antecedente desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR MONTORO (Martín).- Aún no se han iniciado acciones con respecto al LATU, lo cual no 
quiere decir que no lo hagamos. 


En lo que refiere a los registros bromatológicos departamentales, en Montevideo tampoco se han iniciado 
acciones. Reitero: ello tampoco significa que no las iniciemos. Aún no se ha decidido tomar ese camino. Con 
respecto a Canelones, la tasa bromatológica en lo que refiere a la inscripción de productos que ya están 
habilitados -como les comenté en mi exposición- fue declarada inconstitucional por la Corte, en virtud de que 
se entendió que al no existir una habilitación -esto es, solo se trata de la inscripción de un producto, sin 
habilitación o reconocimiento de la habilitación del departamento de origen-, no existe un servicio 
bromatológico. Entonces, se estaría gravando un servicio que no se presta. Eso nos lleva a la figura del 
impuesto y no de la tasa, lo que está vedado por la Constitución. 


SEÑOR LEMA (Martín).- Es bueno conocer los antecedentes y poder recurrir a lo que ha entendido la 
Suprema Corte de Justicia con respecto a los decretos municipales; eso nos permite tener una hoja de 
ruta a seguir, porque esto excede el escenario de la vía legislativa. Tendríamos que hacer alguna gestión 
ante el Ministerio de Salud Pública o el Poder Ejecutivo, para ver cómo pueden entender esto. Como 
decíamos al principio, hay muchas figuras de por medio y no es estrictamente un tema de Salud. Es 
bueno que lo sepa esta Comisión. 


Recibimos con mucho gusto este planteo. Trataremos de hacer los nexos correspondientes, pero hay muchas 
figuras que exceden la órbita del Poder Legislativo e, inclusive, la del Poder Ejecutivo, como en el caso de 
las tasas. Compartimos que cuando se entiende que se trata de un impuesto, el decreto se debe declarar 
inconstitucional. Analizaremos lo resuelto por la Suprema Corte de Justicia, con la finalidad de ver si es 
posible encarrilar desde el punto de vista de la figura jurídica de qué forma debería implementarse el control 
y cómo debería llevarse a cabo. 


SEÑOR ALONSO (Gabriel).- Tuvimos dos reuniones con el Ministerio de Salud Pública. Ellos 
entienden que la competencia tendría que estar adentro. El único argumento por el cual dicen que no 
lo llevan a cabo es la falta de rubros. Me enteré ahí -no lo sabía- de que el Ministerio de Salud Pública 
no tiene partidas, sino que depende directamente de Rentas Generales. Entonces, no tiene partidas 
como para crear una comisión o agencia que se desarrolle con esta finalidad. Nos expresaron que están 
interesados en realizar la tarea y que ese es el motivo por el cual no pueden llevarla a cabo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuestro compromiso es trasladar estas inquietudes desde nuestra parte al 
Ministerio de Salud Pública. 


Estamos a su disposición para tratar de ayudar en este tema. 
Agradecemos mucho su visita. Quedamos a las órdenes. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Importadores y Mayoristas de Almacén) 


(Diálogos) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


